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 Consulta de la DGT 

IRPF. ATRASOS. Atrasos percibidos de una declaración de IRPF no presentada por no estar 

obligado a ello no hay obligación de presentarla  

 

RESUMEN: La DGT analiza la situación en la que un trabajador 

percibe atrasos de un período impositivo donde no tuvo que 

presentar declaración por no estar obligado a ello. Mientras no se 

superen los límites que obligan a presentar la declaración no 

deberá presentarla. 
Fecha: 11/05/2021 

Fuente: web de la DGT 

Enlace: Consulta V1339-21 de 11/05/2021 

HECHOS: 

Indica la consultante que en 2020 ha percibido unos atrasos de rendimientos del trabajo 

que procede imputar a 2019. 

PREGUNTA: 

Al no haber presentado en 2020 la declaración del IRPF-2019, por no estar obligada a 

ello, pregunta sobre la regularización de su situación 

RESPUESTA: 

El artículo 14.1 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del IRPF, establece como regla general para los 

rendimientos del trabajo su imputación “al período impositivo en que sean exigibles por su perceptor”.  

Ahora bien, junto con esta regla general el apartado 2 del mismo artículo incluye unas reglas especiales de 

imputación temporal, reglas de las que procede mencionar aquí las recogidas en su párrafo b), donde se 

establece lo siguiente: 

"Cuando por circunstancias justificadas no imputables al contribuyente, los rendimientos derivados del trabajo se 

perciban en períodos impositivos distintos a aquéllos en que fueron exigibles, se imputaran a éstos, practicándose, en su 

caso, autoliquidación complementaria, sin sanción ni intereses de demora ni recargo alguno. Cuando concurran las 

circunstancias previstas en el párrafo a) anterior, los rendimientos se considerarán exigibles en el período impositivo en 

que la resolución judicial adquiera firmeza. 

La autoliquidación se presentará en el plazo que media entre la fecha en que se perciban y el final del inmediato siguiente 

plazo de declaraciones por el impuesto". 

Evidentemente, lo dispuesto en el transcrito artículo 14.2.b) de la Ley del Impuesto no puede aislarse de la 

regulación de la obligación de declarar, por lo que para la determinación de esta obligación respecto al período 

impositivo 2019 habrá que incluir además los rendimientos del trabajo percibidos en 2020 pero que procede 

imputar a aquel período. 

Dicho lo anterior, si la consultante, con la adición de los rendimientos del trabajo percibidos en 2020 pero 

que procede imputar a 2019, viniera obligada a presentar la declaración de este último período deberá 

proceder a realizar la autoliquidación el impuesto, teniendo como plazo para su presentación, sin sanción ni 

intereses de demora ni recargo alguno, el plazo que media entre la fecha en que se perciban y el final del 

inmediato siguiente plazo de declaraciones por el impuesto. 

 

https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V1339-21
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 Consulta de la DGT 

IVTNU. SUBASTA JUDICIAL. En el caso de una subasta judicial para cesar la indivisión del 

inmueble en común, el valor de transmisión en el IIVTNU (plusvalía) es el catastral y no el de 

la subasta 

RESUMEN: La DGT considera que en el caso de transmisión de los 

bienes inmuebles mediante subasta judicial, la base imponible del 

impuesto se determinará tomando para ello el valor catastral del 

terreno en la fecha de la transmisión por la subasta judicial 
Fecha: 23/06/2021 

Fuente: web de la DGT 

Enlace: Consulta V1983-21 de 23/06/2021 

 

HECHOS: 

El consultante y otros 3 copropietarios iniciaron un procedimiento judicial para el cese de 

la situación de indivisión de 2 inmuebles urbanos. Dicho procedimiento concluirá en 

subasta pública y en caso de que quede desierta, se celebraría una subasta restringida entre 

los actuales copropietarios. 

CUESTIÓN: 

Si, dado que la transmisión será por subasta pública en el procedimiento judicial, y conforme con la doctrina 

del Tribunal Constitucional y el Tribunal Supremo, el Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos 

de Naturaleza Urbana debe liquidarse no sobre el valor catastral del terreno, sino sobre el valor  real de la 

transmisión. 

En el caso de que el precio de adquisición por quien acuda a la subasta (la postura), adjudicándose las fincas, 

sea inferior al valor catastral del terreno, ¿el IIVTNU se liquidará sobre la base imponible de dicha postura en 

la subasta? 

En el caso de que quede desierta la subasta y, ya en segunda fase, cualquiera de los copropietarios adquiera 

dichas fincas, ¿el IIVTNU se fijará sobre la base imponible correspondiente al precio ofrecido y pagado ante el 

Juzgado? 

La DGT: 

En el caso de transmisión de los bienes inmuebles objeto de la consulta mediante subasta judicial se estará 

ante un supuesto de transmisión onerosa de la propiedad de un terreno de naturaleza urbana. Cada uno de 

los copropietarios de los inmuebles tendrá la condición de contribuyente del IIVTNU en relación con su 

porcentaje de propiedad en dichos inmuebles. 

La base imponible del impuesto se determinará de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 107 del TRLRHL, 

tomando para ello el valor catastral del terreno en la fecha de la transmisión por la subasta judicial. Para cada 

uno de los contribuyentes, la base imponible se calculará aplicando a ese valor del terreno el porcentaje de 

titularidad que le corresponda y como período de generación se tomará el número de año s completos 

transcurridos desde que cada contribuyente adquirió su participación en la propiedad hasta la fecha de la 

transmisión. 

A los efectos de determinar si resulta de aplicación la no sujeción al impuesto establecida como consecuencia 

de las STC 59/2017 y 129/2019, cada uno de los contribuyentes tendrá que acreditar, mediante alguno de los 

medios de prueba enumerados en el artículo 105 de la LGT, si se está ante un supuesto de inexistencia de 

https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V1983-21
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incremento de valor del terreno o ante un incremento de valor del terreno inferior al importe de la cuota 

tributaria del impuesto que le corresponde pagar. 

Así, cada uno de los copropietarios podrá aportar la escritura pública o documento por el que adquirió su 

parte de propiedad en cada uno de los inmuebles, siempre que tal operación hubiera estado sujeta al IIVTNU, 

así como la escritura pública o documento judicial por el que se transmite la propiedad de ambos inmuebles, 

a los efectos de comparar el valor de transmisión del terreno correspondiente al porcentaje d e propiedad que 

tenga en cada uno de los inmuebles con el respectivo valor de adquisición.  
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  Sentencias de interés 
LGT. El Tribunal Supremo fija que Hacienda no puede utilizar pruebas obtenidas 

durante un registro a terceros que sean declaradas nulas por sentencia penal 

 

RESUMEN: La Sala aplica esta doctrina a un caso concreto y declara nulas las 

liquidaciones y sanciones giradas por la Administración tributaria a un 

contribuyente basadas en documentos obtenidos en la entrada y registro 

domiciliario a un tercero en el que se incautaron documentos referidos a otros 

sujetos y relativos a otros impuestos y ejercicios distintos a aquellos para los 

que se obtuvo la autorización de entrada y registro  
Fecha: 16/07/2021 

Fuente: web del Poder Judicial 

Enlaces: Sentencia del TS de 16/07/2021 nº 3083/2021 

Sentencia del TS de 16/07/2021 nº 3078/2021 

 

La Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo ha dictado una 

sentencia en la que fija como doctrina que “la Administración tributaria no 

puede realizar válidamente comprobaciones, determinar liquidaciones o 

imponer sanciones a un obligado tributario tomando como fundamento fáctico 

de la obligación fiscal supuestamente incumplida los documentos o pruebas 

incautados como consecuencia de un registro practicado en el domicilio de 

terceros (aunque se haya autorizado la entrada y registro por el juez de esta 

jurisdicción), cuando tales documentos fueron considerados nulos en sentencia penal firme, por estar incursos en 

vulneración de derechos fundamentales en su obtención”.  

Añade que “aun cuando tal declaración penal no se hubiera llevado a cabo formalmente, la nulidad procedería de 

lo establecido en el art. 11 LOPJ, conforme al cual "no surtirán efecto las pruebas obtenidas, directa o 

indirectamente, violentando los derechos o libertades fundamentales". 

 La doctrina de la Sala añade otros tres puntos que textualmente dicen:  

“El exceso de los funcionarios de la Administración tributaria sobre lo autorizado en el auto judicial es contrario a 

derecho y deber ser controlado, a posteriori, por el propio juez autorizando, a través del mecanismo de dación de 

cuenta que la Administración está obligada a realizar, art. 172 RGAT, sin que la infracción de dicho trámite deba 

perjudicar al afectado por él.   

Se consideran hallazgos casuales los documentos referidos a otros sujetos y relativos a otros impuestos y ejercicios 

distintos a aquéllos para los que se obtuvo la autorización judicial de entrada y registro y, por tanto, supeditados 

en su validez como prueba y en su idoneidad para servir de base a las actuaciones inspectoras y sancionadoras a 

la licitud y regularidad del registro de que se trate, lo que afecta tanto a su adopción y autorización como al modo 

de efectuarse su práctica.  

La acreditación, por la Administración tributaria, de que la prueba obtenida, como hallazgo casual, en el registro de 

un tercero, con finalidad de determinar otros tributos, no es la misma utilizada en la ulterior regularización y 

sanción, a efectos de determinar el alcance y extensión de la prueba nula, es carga que corresponde a la 

Administración, dado su deber de identificar y custodiar pertinentemente la prueba obtenida en un registro, 

máxime si pertenece o afecte a terceros”.  

La Sala aplica esta doctrina a un caso concreto y declara nulas las liquidaciones y sanciones giradas por la 

Administración tributaria a un contribuyente en relación con el IRPF –años 2010, 2011 y 2012- basadas en 

documentos obtenidos en la entrada y registro domiciliario a un tercero -en las oficinas de un empresario- en el 

https://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/78458f5601d63dd7/20210802
https://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/ca608e0569246a7a/20210802
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que se incautaron documentos referidos a otros sujetos y relativos a otros impuestos y ejercicios distintos a 

aquellos para los que se obtuvo la autorización de entrada y registro.  

El tribunal considera que la actuación de la Administración no fue lícita en su ejecución, ya que estuvo plagada de 

múltiples y graves irregularidades que invalidaron aquel registro en toda su extensión. La sentencia, ponencia del 

magistrado Francisco José Navarro Sanchís, explica que las anomalías, ausencias y errores cometidos por los 

funcionarios de la AEAT “revistieron tan especial gravedad” que dicho registro fue declarado nulo por sentencia 

penal firme. Como consecuencia, al existir esa ilicitud, formal y materialmente, “no pueden reputarse válidas las 

pruebas obtenidas en el registro a efectos penales (por obvias razones de jurisdicción directa) ni a otros efectos, 

pues se trata de la misma e indisociable vulneración, basada en las mismas infracciones, excesos y omisiones, lo 

que afecta a todo lo encontrado durante el registro”, subraya la Sala.  

La sentencia incluye un voto particular del magistrado José Antonio Montero Fernández en el que expresa su 

discrepancia con el criterio de la mayoría. En su voto defiende que la Administración tributaria sí puede realizar 

regularizaciones tributarias e imponer sanciones con relación a un sujeto pasivo, tomando en consideración 

documentos incautados como consecuencia de un registro domiciliario practicado respecto de otros sujetos 

pasivos. 

Añade que en los casos en los que tales documentos sean declarados por la jurisdicción penal como constitutivos 

de una prueba nula al apreciar vulneración de derechos fundamentales, si bien con carácter general la prueba 

ilícitamente obtenida resulta ineficaz e inoperante, en el ámbito tributario la valoración y calificación corresponde 

hacerla al juez competente de lo contencioso administrativo, salvando la vinculación de los hechos declarados 

probados por resoluciones judiciales penales firmes respecto de los procedimientos sancionadores.  

 

 

 


